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ESPACIO PÚBLICO Y EL DERECHO AL TRABAJO, UNA LECTURA 

CONSTITUCIONAL A LA PONDERACIÓN DE DERECHOS EN CALI 

 

1. INTRODUCCIÓN 

 

La Constitución Política de 1991 se refiere al uso y goce del espacio público como un derecho 

de todos aquellos quienes habitan en Colombia, tratándose de un derecho colectivo de 

especial protección, en el entendido que el interés general prima sobre el particular. De igual 

manera, la Constitución es clara en el reconocimiento de derechos fundamentales como la 

dignidad humana, el derecho al trabajo y al mínimo vital. Ante esta situación de ponderación 

de derechos, y la falta de comunicación efectiva entre las dos partes en conflicto, las 

administraciones locales deben mediar y buscar una solución de fondo con estos posibles 

escenarios:  

 

A.) Aplicar de manera taxativa la norma descrita en la Ley 1801 de 2016 frente al cuidado, 

vigilancia y control del espacio público para goce de toda la ciudadanía e imponer las 

sanciones cuando haya lugar o,  

B.) Acatar y cumplir la jurisprudencia la cual goza de fuerza de ley en nuestro territorio; 

aplicar el contenido del Decreto 801 de 2022 y la Ley 1988 de 2019 y así brindar 

oportunidades de reubicación y trabajo a quienes se desempeñan en la informalidad.  

 

2. JUSTIFICACIÓN 

 

Es importante destacar que existe una política pública de vendedores informales en 

Colombia, la cual las alcaldías municipales y distritales deben adoptar dentro de su plan de 

gobierno y desarrollo territorial. Son pocas las ciudades en el país que cuentan con una 

articulación a esta política. Es por ello, que se busca analizar la situación de Cali, siendo esta 

la principal ciudad del sur occidente colombiano dada la proporción de su población y 

territorio. Las administraciones municipales de turno argumentan la falta de presupuesto y 

articulación con el gobierno nacional para dar total cumplimiento a la política pública y 

ajustarlas al plan de desarrollo.  

 

Con el estudio de los fallos de los jueces constitucionales en relación con el derecho al trabajo 

y el espacio público, se busca describir la situación actual de la ciudad, y aportar argumentos 

jurídicos para que las administraciones locales sean más diligentes en la protección de la 

dignidad humana, los derechos fundamentales y se promuevan soluciones a la problemática.  

 

3. METODOLOGÍA 

 

Este trabajo se desarrollará desde una metodología jurídica con prelación del análisis de la 

jurisprudencia constitucional, la normatividad y los documentos oficiales de las autoridades 

del orden ejecutivo. Estudio que se realiza con el fin de conocer las problemáticas causadas 

por la falta de regulación y articulación con la política pública de vendedores informales.  

 

A través del derecho de petición buscamos conocer de manera oficial el plan de trabajo 

adaptado por la actual administración de Cali (2024-2027), realizando una comparación y 

evaluación con el objetivo de conocer el contexto social y político que genera este conflicto 



4 
 

 

en la ciudad. El resultado es la entrega de unas recomendaciones y conclusiones críticas que 

den una solución desde el ámbito del derecho con efectos reales sobre la ciudadanía y los 

vendedores informales.   

 

4. PROBLEMA JURÌDICO – PREGUNTA DE INVESTIGACIÒN 

 

¿Cómo abordan en el plan de gobierno de la alcaldía de Cali para el período 2024-2027 la 

recuperación del espacio público para la ciudadanía y de qué manera equilibran esta política 

con la protección del derecho al trabajo, y el mínimo vital de los vendedores informales que 

ocupan estos espacios? 

 

5. IDEA CENTRAL 

 

Identificar cuáles son las regulaciones y los programas establecidos en la administración local 

de Cali para el periodo constitucional 2024 – 2027 así como los consensos y diálogos entre 

la comunidad y los vendedores informales a fin de acordar una solución pacífica a los 

conflictos que se presentan en el diario vivir desde un ámbito de ponderación del derecho al 

trabajo y el derecho al uso y goce del espacio público. 

Existen posturas encontradas. Por un lado, la comunidad manifiesta que: el espacio público 

es un derecho consagrado en la Constitución Política con un carácter colectivo cuyo deber 

de protección se encuentra dentro de los fines esenciales que le corresponde atender al 

Estado. Su destinación es de uso común y prevalece sobre intereses particulares. Y, por otro 

lado, los vendedores informales argumentan que: la Corte Constitucional en fallos como la 

sentencia C-211 de 2017 reconoce y protege la dignidad humana, el derecho al trabajo y el 

mínimo vital, conminando a las autoridades municipales y distritales a dar especial 

protección a sus actividades al no tener medios formales de subsistencia, ante esto, no se 

logran acuerdos y soluciones visibles entre las dos partes sin contar con una mediación que 

trabaje en puntos en común y encuentre una solución real al problema. 

 

6. OBJETIVO GENERAL 

 

Analizar desde un ámbito jurisprudencial, social y jurídico las medidas implementadas por 

la actual administración de la ciudad, con relación a la ponderación de derechos entre la 

comunidad y los vendedores informales del Boulevard del rio y el centro de Cali, a fin de 

determinar la búsqueda consensos a los conflictos presentados con respecto al uso y goce del 

espacio público y el reconocimiento al trabajo 

 

6.1 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

Primer objetivo específico: Identificar el conflicto que se ha presentado por el uso del 

espacio público y el derecho al trabajo de los vendedores informales realizando una revisión 

conceptual y jurisprudencial del tema.  

 

Segundo objetivo específico: Analizar el plan de gobierno de Cali para determinar su 

política sobre la recuperación del espacio público. 
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Tercero objetivo específico: Evaluar la política pública de vendedores informales y los 

planes de desarrollo de la administración distrital de Cali a la luz de la jurisprudencia 

constitucional.  

 

Cuarto objetivo específico: Generar recomendaciones y conclusiones que permitan una 

gestión de la administración Cali donde prevalezca los principios constitucionales de 

dignidad humana, trabajo, mínimo vital e igualdad que son fundamentales en un Estado social 

de derecho.  

 

7. DESARROLLO DEL TEMA 

 

7.1. EL DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO EN CONDICIONES 

DIGNAS, Y EL DERECHO COLECTIVO A UN ESPACIO LIBRE EN UN 

ESTADO SOCIAL DE DERECHO  

Colombia desde la Constitución de 19911, siempre ha asumido el compromiso de promover 

y proteger los derechos humanos y fundamentales2, como base y pilar esencial de nuestro 

ordenamiento jurídico y democrático.  Sin embargo, Colombia refleja una profunda realidad 

entre el ideal normativo y la cotidianidad social, generando tensiones a fin de garantizar y 

defender los derechos fundamentales, enmarcados en el Estado Social3 de derecho.  

 

Nuestra arquitectura normativa, es robusta en el marco de la protección de derechos, 

inspirada en el constitucionalismo moderno y en los tratados internacionales4, además de 

que consagra un extenso catálogo de derechos fundamentales, económicos, sociales, 

culturales y colectivos5. 

Frente a esta arquitectura de nuestros derechos fundamentales John Fernando Restrepo en 

su artículo “Naturaleza y fundamento de los derechos fundamentales en el orden jurídico 

colombiano” estableció:  

“En términos constitucionales, tenemos que la Constitución Política de Colombia consagra 

un capítulo especial para enunciar una primera lista de derechos fundamentales. Esta lista 

comprende los artículos 11 a 41 superiores. Son derechos sobre los que no opera ninguna 

 
1 “Desde la proclamación de la Constitución de 1991 sabemos que pueden existir derechos fundamentales cuya protección 

puede ser reclamada por la vía de la acción de tutela, aunque no se encuentren expresamente reconocidos en un texto 

positivo”. Derechos económicos, sociales y culturales Cátedra Gerardo Molina. (pág.- 41) 
2  Restrepo, J. (2015). Los Derechos Humanos en Colombia: Un análisis jurídico y social. Editorial Temis. 

3 “La acepción Estado de derecho se refiere a que la actividad del Estado está regida por las normas jurídicas, es decir 

que se ciñe al derecho. La norma jurídica fundamental es la Constitución, lo cual implica que toda la actividad del 

Estado debe realizarse dentro del marco de la última. En esta situación se habla entonces de Estado constitucional de 
derecho”. Sentencia SU-747/98 

4 “Los tratados y convenciones internacionales ratificados por Colombia son vinculantes, y por ende el Estado colombiano 

tiene la obligación de cumplir los compromisos y obligaciones que ellos imponen.” Derechos económicos, sociales y 

culturales Cátedra Gerardo Molina. (pág.- 401) 
5 “Los derechos sociales implican obligaciones positivas para los Estados, es decir, que necesitan de la acción estatal para 

su cumplimiento, por lo que están supeditados a lo económicamente posible, mientras que los derechos civiles implican 

obligaciones negativas o de abstenciones por parte de los Estados, por lo que no necesitan del uso de recursos para 

su aplicación. Cuando un Estado busca la satisfacción efectiva de un derecho social y político, se somete al 
cumplimiento de claras obligaciones de carácter positivo. En el caso del derecho al voto, por ejemplo, se necesita el 

montaje de una gran infraestructura que haga posible el desarrollo de las elecciones de manera independiente y 

transparente.” Derechos económicos, sociales y culturales Cátedra Gerardo Molina. (pág.- 88-89) 
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discusión con respecto a la categoría de derecho fundamental (Pérez, 1997). El mismo texto 

superior establece cuáles son o no de aplicación inmediata. Los derechos fundamentales son 

derechos de mayor jerarquía no solo moral o política sino jurídica (Vila, 2009). Su esfera de 

protección, defensa, promoción y realización define el marco de legitimidad del régimen 

político (Marti, 2006) y condiciona la actuación de todos los asociados, en tanto se conciben 

como la máxima expresión del poder soberano constituyente, que ha explicitado su voluntad 

sobre la clasificación o categoría de unos derechos sobre otros (Naranjo, 2006)  

Los derechos fundamentales para el constitucionalismo colombiano, va mucho más allá de 

la condición de persona, de nacional y de ciudadano. Se incorporan dentro de la esfera de 

protección de los seres vivos. El ser humano cobra un papel protagónico, pero no exclusivo 

y menos excluyente. Se incorpora un deber no solo moral sino jurídico y fáctico6 de no 

maltratar a los animales, de atender al cuidado y conservación del agua, del aire y del 

ecosistema. La naturaleza antropocéntrica7 de los derechos humanos ha sido corregida 

mediante el lenguaje de los derechos fundamentales para abrir un espectro de protección más 

amplio en favor de todas las personas y de los demás seres vivos. 

Si bien Colombia cuenta con una de las constituciones más garantistas de América Latina8, 

nuestro país enfrenta persistentes desafíos relacionados con la desigualdad, la violencia, la 

falta de oportunidades, así como de garantías efectivas, al momento de efectivizar un 

verdadero cumplimiento a los derechos fundamentales, es por ello que nuestro país consagro 

la acción de tutela9 como la innovación más trascendental de la Constitución. Un mecanismo 

legal que cualquier ciudadano puede impartir ante la justicia para que el Estado garantice su 

acceso a un derecho constitucional. 

El verdadero reto no solo consiste en garantizar derechos sobre el papel, sino, convertirlos 

en realidades tangibles y asequible para todos y todas, sin importar su origen o condición. Es 

para el estado colombiano indispensable superar esta brecha, la cual requiere un compromiso 

estatal más sólido, una democracia más participativa y justa, así como una transformación 

estructural de las condiciones sociales que perpetúan las desigualdades.  

Al explorar el derecho al trabajo10 como expresión de la dignidad humana, por ser uno de sus 

medios de subsistencia, la Constitución Política de 1991 y la Jurisprudencia lo ha reconocido 

 
6 “Naturaleza y fundamento de los derechos fundamentales en el orden jurídico colombiano” - John Fernando Restrepo -

Revista de Derecho -Universidad del Norte.  

7“Las múltiples disposiciones normativas que existen y el enfoque pluralista que promueve la propia Carta, hacen que la 

relación entre la Constitución y el medio ambiente no sea una sola y estática. Es posible identificar al menos tres 

aproximaciones que explican el interés superior de la naturaleza en el ordenamiento jurídico colombiano y la protección 
reforzada que se le otorga: (i) en primer lugar, se parte de una visión antropocéntrica que concibe al ser humano presente 

como única razón de ser del sistema legal y a los recursos naturales como meros objetos al servicio del primero, (ii) un 

segundo punto de vista reivindica concepciones más globales y solidarias de la responsabilidad humana, que abogan por 

los deberes del hombre con la naturaleza y las generaciones venideras; (iii) finalmente, se han formulado posturas 
contrahegemónicas que conciben a la naturaleza como un auténtico sujeto de derechos, y que respaldan cosmovisiones 

plurales y alternativas a la posición mayoritaria”. - Sentencia T-080/1. Corte Constitucional de Colombia 

8 ” Articulo- 30 años de la Constitución de Colombia- Daniel Pardo- BBC Mundo https://www.bbc.com/mundo/noticias-

america-latina-57690929   
9 “La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos 

u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema 

jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección 

del derecho”. - Sentencia C-543 de 1992. Corte Constitucional de Colombia 
10 El trabajo como derecho, implica una regulación fundada en la libertad para seleccionarlo, por lo que, salvo las 

restricciones legales, consiste en la realización de una actividad libremente escogida por la persona dedicando a ella 

su esfuerzo intelectual o material, sin que puedan impedírselo los particulares ni el Estado a quien, por el contrario, 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-57690929
https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-57690929
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como un derecho fundamental, que debe ejercerse en condiciones dignas y justas11, ajustadas 

a los lineamientos internacionales sobre derechos humanos. 

El artículo 25 de la Carta Magna establece que "el trabajo es un derecho y una obligación 

social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado12". Esta 

protección no se limita a tener un empleo, sino a ejercerlo en un entorno que respete la 

dignidad, asegure estabilidad, permita un ingreso suficiente, proteja contra abusos y garantice 

la inclusión sin discriminación 

Al tenor de la Constitución y la jurisprudencia colombiana, ha sido enfática, en establecer la 

garantía por parte de estado hacia el derecho al trabajo, tal como se estableció en la sentencia 

T.- 611 de 2011:  

“La interpretación constitucional recae sobre un objeto de mayor complejidad el derecho al 

trabajo como uno de los valores esenciales de nuestra organización política, fundamento del 

Estado social de derecho, reconocido como derecho fundamental que debe ser protegido en 

todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al desempeño en condiciones 

dignas y justas, así como los principios mínimos fundamentales a los que debe sujetarse el 

legislador en su desarrollo y la obligación del Estado del desarrollo de políticas de empleo 

hacen del derecho al trabajo un derecho de central importancia para el respeto de la 

condición humana y cumplimiento del fin de las instituciones.” 

En diversas providencias, la honorable Corte Constitucional ha manifestado que el derecho 

al trabajo goza de amplia protección por parte Constitución Política de 1991, así como de las 

leyes y decretos que lo reglamentan, pues define su naturaleza jurídica a partir de una triple 

dimensión: como valor fundante del Estado Social de Derecho, como principio rector del 

ordenamiento jurídico que informa la estructura Social del Estado y que, al mismo tiempo, 

limita la libertad de configuración normativa del legislador, y como un derecho y un deber 

social que goza, de una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga 

carácter de fundamental13 y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo como derecho 

económico y social. 

Con respecto al derecho al uso y goce del espacio público, la Corte Constitucional al revisar 

diferentes acciones de tutelas interpuestas por las y los vendedores informales en contra de 

 
le compete adoptar las políticas y medidas tendientes a su protección y garantía”. -Sentencia C-107/02. Corte 

Constitucional de Colombia 
11 Este derecho comporta la exigencia de su ejercicio en condiciones dignas y justas, es decir, su realización en un entorno 

sin características humillantes o degradantes o que desconozca los principios mínimos fundamentales establecidos 
por la Constitución, y además que permita su desarrollo en condiciones equitativas para el trabajador. -Sentencia C-

107/02. Corte Constitucional de Colombia 
12 “La protección constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de la actividad productiva tanto del empresario 

como la del trabajador o del servidor público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a acceder a un empleo 
o de exigirle al Estado el mínimo de condiciones materiales que se requieren para proveer su subsistencia en 

condiciones dignas, sino que, por el contrario, es más amplia e incluye, entre otras, la facultad subjetiva para trabajar 

en condiciones dignas, para ejercer una labor conforme a los principios mínimos que rigen las relaciones laborales y 

a obtener la contraprestación acorde con la cantidad y calidad de la labor desempeñada” - Sentencia C-614/09. Corte 
Constitucional de Colombia 

13 “Los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran reconocidos - directa o indirectamente - en el texto 

constitucional como derechos subjetivos de aplicación inmediata. En otras palabras, se trata de derechos de tal 

magnitud para el orden constitucional, que su vigencia no puede depender de decisiones políticas de los representantes 
de las mayorías. Usualmente, los derechos fundamentales son derechos de libertad. No obstante, en algunos casos, 

existen derechos prestacionales fundamentales, como el derecho a la defensa técnica, a la educación básica primaria 

o al mínimo vital. Sentencia SU-225/98. Corte Constitucional de Colombia 
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decisiones adoptadas por autoridades administrativas14, ha establecido la gran importancia 

de conciliar y preservar los derechos que se encuentran en constante tensión: Que es, por un 

lado, el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, y por el otro lado, el derecho al 

goce del espacio público, ambos implican un deber del Estado como finalidad el velar por su 

protección al ser  considerado un bien de interés general y común.  

El derecho al espacio público debe coexistir con el derecho al trabajo. Ambos deben siempre 

estar en una relación mutua que no afecte la paz y buena relación de la comunidad implicada. 

Su interés al tratarse de colectivo, justifica que haya controles por parte de autoridades 

administrativas y de policía, amparados en lo ordenado por la Constitución Política y la Ley 

1801 de 2016 “Por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad y Convivencia 

Ciudadana”. No obstante, no se puede predicar por parte de las autoridades de la 

administración pública que haya comportamientos pasivos o activos que lleven a lesionar o 

vulnerar derechos adquiridos y la confianza legitima15.   

Lo anterior, tendrá lugar a desarrollarse de una manera más amplia y detallada en los 

capítulos siguientes, los cuales serán de claridad en el abordaje del espacio público y su uso 

por parte de quienes se dedican a la informalidad.  

 

7.2. ANÁLISIS SOCIOECONÓMICO DE CALI, LA INFORMALIDAD 

COMO MEDIO DE SUSTENTO DE MILES DE FAMILIAS 

La informalidad laboral constituye una de las principales problemáticas en América Latina y 

el Caribe16; En la región, más del 50% de la fuerza laboral trabaja en condiciones informales, 

y en Colombia esta cifra asciende al 55.0%. 17En Cali, ciudad clave por su tamaño 

poblacional y gran actividad económica, el 48% de la población trabajadora se desempeña 

 
14 “La Corte Constitucional estableció que si bien las autoridades tienen el deber y potestad constitucional de adelantar 

políticas, programas y medidas orientadas a recuperar y preservar el espacio público, estas acciones: i) deben respetar 
el debido proceso y garantizar el trato digno a los afectados; (ii) deben respetar la confianza legitima de los afectados; 

(iii) deben estar precedidas de una cuidadosa evaluación de la realidad frente a la cual tendrán efectos, realizando un 

seguimiento y la actualización necesarios para que haya una correspondencia entre su alcance y características con 

dicha realidad; (iv) no se pueden adelantar en forma tal que lesione desproporcionadamente el derecho al mínimo 
vitar de los sectores más vulnerables (…)” – Sentencia T-772 de 2003. Corte Constitucional de Colombia 

15 “La Corte Constitucional estableció los criterios fijados para que proceda la aplicación del principio de la confianza 

legitima respecto de las personas que se dedican a las ventas informales, en los siguientes términos: (…) deberá 

acreditarse que: (i) exista la necesidad de preservar de manera perentoria el interés público (…) (ii) la 
desestabilización cierta, razonable y evidente en la relación entre administración y ciudadanos, la cual es connatural 

a los procedimientos de restitución del espacio público ocupado; (iii) se trate de comerciantes informales que hayan 

ejercido esas actividad con anterioridad a la decisión de la administración para recuperar el espacio público; (iv) la 

obligación de adoptar medidas por un periodo transitorio que adecuen la actual situación  a la nueva realidad (…)” 
– Sentencia T-729 de 2006. Corte Constitucional de Colombia 

16 Informalidad visible - Observatorio de Políticas Públicas - POLIS, Universidad Icesi. 
17 DANE, GEIH. -Boletín técnico – Bogotá 
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en la informalidad18, realidad que emerge como el rostro más visible de la precariedad laboral 

de nuestra ciudad.  

Las ventas informales en Cali no son un fenómeno social y económico aislado, por el 

contrario, son la expresión de las fallas tanto del gobierno nacional como de la administración 

distrital.  Tener un control administrativo y policial no representa una respuesta a los 

vendedores informales sin soluciones de fondo, ya que por el contrario agudiza la 

problemática escalando a conflictos entre la comunidad y las personas que se dedican a la 

informalidad.  

Los estudios señalan que en Cali hay entre 16.000 y 35.000 19vendedores informales, cifra 

que varía según fuentes oficiales y organizaciones sindicales, de la ciudad; de estos 

vendedores informales el 68% vive en estratos 1 y 2, el 37% se reconoce como parte de 

minorías étnicas y solo un 21% tiene vivienda propia.  

En términos de educación solo alcanzamos un 12%, en estudios técnicos, tecnológicos o 

universitarios, y el promedio de edad que ronda a nuestros vendedores informales es de 43 

años; un 30% está entre 50 y 80 años y apenas el 1% se encuentra pensionado, lo que revela 

una alta desprotección en la vejez.  20 

De acuerdo con POLIS en un estudio realizado en el año 2024 “Los vendedores han 

encontrado en la informalidad un mecanismo de generación de ingresos para ellos y sus 

familias, debido al desempleo, el interés por mejorar sus ingresos, la búsqueda de 

independencia, la necesidad de subsistir y sustentar a su familia, y la falta de oportunidades 

en el sector formal. En general, los vendedores reportan que entre sus motivaciones de 

trabajar en el espacio público están “las ganas de salir adelante”. El 70% afirma que nunca 

ha tenido un trabajo formal, lo que tiende a ser mayor en las mujeres (75%) en comparación 

con los hombres (64%) y en quienes se auto reconocen como parte de una minoría étnica 

(74%) comparado con quienes no se auto reconocen como parte de una minoría étnica (68%). 

Los vendedores que alguna vez trabajaron en la formalidad señalan que llevan, en promedio, 

más de 11 años desvinculados de este sector. 

Concluimos que la informalidad en Cali no es un fenómeno coyuntural, sino estructural, 

configurado como un medio de subsistencia forzoso para la población, especialmente para 

los sectores vulnerables como: mujeres, migrantes, adultos mayores y víctimas del conflicto 

armado. Esta estrategia de sobrevivencia reproduce círculos de pobreza, limita el acceso a la 

seguridad social y perpetúa desigualdades en educación y salud. 

 
18 POLIS (julio 2024) Prácticas Empresariales en la Economía Informal. Estudio de caso: vendedores Informales en el 

Espacio Público de Cali [Datos en Breve No. 68. Recuperado de: http://www.icesi.edu.co/polis/publicaciones/datos-en-

breve.php 
19 Diario el País (2024) 
20 POLIS (julio 2024) Prácticas Empresariales en la Economía Informal. Estudio de caso: vendedores Informales en el 

Espacio Público de Cali [Datos en Breve No. 68. Recuperado de: http://www.icesi.edu.co/polis/publicaciones/datos-

en-breve.phpPag 11. 
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La problemática de los vendedores informales en Cali plantea un dilema jurídico y social: 

“¿cómo armonizar el derecho al trabajo y al mínimo vital con la protección del espacio 

público?” La respuesta exige políticas públicas diferenciales, incluyentes y sostenibles, que 

reconozcan la dignidad de esta población y transformen la informalidad en una plataforma 

hacia la formalización, sin desconocer que, para miles de familias caleñas, vender en el 

espacio público es el único medio de subsistencia. 

 

7.3.APLICACIÓN DE LA LEY 1801 DE 2016, SANCIONES, 

COMPARENDOS Y OTRAS MEDIDAS CORRECTIVAS 

La Ley 1801 de 2016, es la norma que faculta a la administración municipal o distrital junto 

con la policía nacional para que puedan intervenir en el espacio público irregularmente 

ocupado, tomar el control e imponer sanciones de tipo administrativo a través de medidas 

correctivas, comparendos o multas21. Esto, ha generado innumerables conflictos en todas las 

ciudades del país, especialmente, en urbes como Cali, donde se estima que cerca de 536.000 

personas se dedican a la informalidad22 

Por otro lado, la  Corte Constitucional ha advertido los riesgos de la actividad de policía 

contra los vendedores informales, manifestando que: “(…)la redacción de la Ley puede 

criminalizar actividades esenciales de subsistencia de miles de familias (…) el respeto y la garantía 

por el derecho al trabajo y mínimo vital deben ser primordiales, (…) antes de proceder con desalojos, 

decomisos de mercancía o bienes, y la imposición de comparendos, es vital el ofrecer alternativas de 

reubicación o ingreso al campo laboral (formal)  (…)”23 

En ese sentido, el alto tribunal ha llamado la atención de las autoridades en los municipios 

del país, a fin que sus decisiones estén apegadas a la Constitución, los derechos humanos y 

el debido proceso. Pero en la práctica, se tienen escenarios donde las autoridades de policía 

decomisan mercancías y bienes, usan la fuerza e imponen medidas correctivas o 

comparendos a hombres y mujeres que ocupan el espacio público como medio de 

subsistencia e ingresos económicos para sus familias.  

En Cali, la Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control adscrita a la Secretaría Distrital 

de Seguridad y Justicia es la entidad responsable del control, protección y recuperación del 

espacio público según lo establecido en el Decreto Extraordinario 411.0.20.0516 de 2016 

“Por medio del cual se determina la estructura de la Administración central y las funciones 

de sus dependencias”. 

Esta Subsecretaría, justifica sus operativos diarios de control del espacio público, que 

incluyen el decomiso de bienes y mercancías de vendedores informales, invocando la Ley 

 
21 Congreso de la República de Colombia. (2016) Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana [Ley 1801 de 
2016]. Articulo 140 numeral 6. DO: 49.949. 
22 Otero, Andrea Milena (2022, 30 de octubre. Actualizado en 2023, 28 de junio). Radiografía de vendedores ambulantes 

en Cali ¿Cuántos hay y cuáles son sus ingresos? El País de Cali, disponible en: https://www.elpais.com.co/contenido-

premium/radiografia-a-los-vendedores-ambulantes-en-cali-cuantos-hay-y-cuales-son-sus-ingresos.html  
23 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-312/2024.  

https://www.elpais.com.co/contenido-premium/radiografia-a-los-vendedores-ambulantes-en-cali-cuantos-hay-y-cuales-son-sus-ingresos.html
https://www.elpais.com.co/contenido-premium/radiografia-a-los-vendedores-ambulantes-en-cali-cuantos-hay-y-cuales-son-sus-ingresos.html
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1801 de 2016. Estos operativos se realizan en compañía de la Policía Nacional, quien es la 

encargada de imponer las multas y comparendos.  

La administración aclara que la competencia para la disposición de la mercancía decomisada 

y la resolución de controversias sobre multas recae en los Inspectores de Policía de cada 

comuna, sin ser facultad de la administración distrital decidir sobre el fondo de estos asuntos. 

En ese orden, la administración se encuentra con los siguientes escenarios: el hecho de 

cumplir con la Ley 1801 de 2016 que faculta a la Policía Nacional para imponer sanciones 

de tipo administrativas por la invasión al espacio público y, por otro lado, la obediencia de 

los fallos judiciales que priman el respeto y la garantía de los derechos fundamentales como: 

el trabajo, mínimo vital, igualdad y el debido proceso, en cumplimiento de lo dictado por la 

Corte Constitucional, la cual ha buscado resolver la ponderación de derechos en el espacio 

público, en donde se brinde alternativas de reubicación, trabajo formal y cumplimiento de 

una política pública de vendedores informales (Ley 1988 de 2019 y Decreto 801 de 2022).  

 

7.4. LEY 1988 DE 2019 Y EL DECRETO 801 DE 2022, POLÍTICA PÚBLICA 

DE VENDEDORES INFORMALES 

Con ocasión de las problemáticas suscitadas en el espacio público entre la comunidad y los 

vendedores informales, y la intervención desproporcionada en muchas ocasiones en 

desconocimiento de la jurisprudencia por parte de las administraciones municipales y la 

policía, el gobierno nacional de turno24 acatando importantes sentencias como la SU 360/99, 

T-772/03, C-211/17, Sentencia T-441/18 y C-489/19, todas de la Corte Constitucional de 

Colombia, inicio como es su deber y potestad, la estructuración de la política pública de 

vendedores informales.  

Los antecedentes de la política pública de los vendedores informales podemos encontrarlos 

en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que al revisar acciones de tutela interpuestas 

por vendedores informales en contra de actuaciones administrativas cuyo objetivo es 

recuperar el espacio público, estableció la gran necesidad de conciliar y armonizar dos 

derechos que se encuentran en constante tensión: derecho al trabajo y mínimo vital, y por 

otro lado, el derecho al goce del espacio público, visto desde la protección como bien de 

interés general, tratado en el inicio del desarrollo de este trabajo investigativo.  

Entre muchas sentencias de la Corte Constitucional que marcan un importante precedente 

judicial y jurisprudencia al respecto, es menester destacar la Sentencia T-243 de 2019, la cual 

reconoció que las y los vendedores informales son un grupo que goza de una especial 

protección constitucional, ya que se encuentran en vulnerabilidad y debilidad de condiciones 

de pobreza (en muchas ocasiones extrema) y con altos grados de precariedad económica.  

En ese orden, en un trabajo entre el ejecutivo y el legislativo se expidió la Ley 1988 de 2019, 

“por medio de la cual se establecieron lineamientos para la formulación, implementación y 

 
24 Gobierno Nacional de Colombia. Presidencia de la República. Presidente: Ivan Duque Márquez (2018-2022), 

ministro del trabajo: Angel Custodio Cabrera (2020-2022). 
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evaluación de una política pública de vendedores informales. Esta ley, entre muchas otras 

estableció la responsabilidad en cabeza del Ministerio del Trabajo y del Ministerio del 

Interior el desarrollar el proceso de elaboración, formulación e implementación de dicha 

política pública. Adicionalmente, a la primera entidad se entregó la responsabilidad de 

reglamentar los plazos y la metodología para la elaboración de la política pública. Por otra 

parte, estableció que el Departamento Nacional de Planeación es la entidad encargada de 

efectuar el seguimiento técnico.  

En cumplimiento de la Ley 1988 de 2019, el Ministerio del Trabajo expidió la 1213 de 2020, 

“por medio de la cual se reglamentaron los plazos y la metodología para la elaboración de 

la política pública de vendedores informales”, donde es importante hacer mención que se 

contempló un ciclo de la política en cinco fases, de las cuales, en las tres primeras se propició 

un ejercicio de participación entre entidades del orden nacional, departamental y territorial 

con organizaciones de vendedores informales, por medio de mesas de trabajo las cuales 

elaboraron el anexo técnico que hace parte de la política pública.  

Agotadas las tres primeras fases, por medio del Decreto 801 de 2022 se adoptó la política 

pública de vendedores informales, la cual quedo con un profundo enforque intersectorial, el 

cual implica que, para el cumplimiento de todos los objetivos debe existir articulación entre 

instituciones y dependencias de carácter nacional, departamental y territorial encaminada a 

que cada entidad cumpla con las líneas de acción que le corresponda liderar.  

Con la consideración de lo anterior, y conforme a lo establecido en el Decreto 801 de 2022, 

la Subdirección y Formalización del Empleo del Ministerio del Trabajo, brinda una asistencia 

técnica a entidades territoriales con el objetivo de formular, adoptar e implementar la política 

pública de vendedores informales en cada ciudad, como parte de su misionalidad. Teniendo 

en cuenta esto, el 23 de diciembre de 2024 se formuló un derecho de petición al Ministerio 

del Trabajo con el fin de conocer de primera mano y de manera oficial el papel de la entidad 

con relación a la implementación y adaptación de la política pública de vendedores 

informales en la ciudad de Santiago de Cali (Valle del Cauca). El día 30 de diciembre de 

2024, la subdirectora de Formalización y Protección del Empleo del Ministerio del Trabajo, 

respondió al derecho de petición bajo el radicado No. 05EE202421000000010215225 

indicando el papel de su despacho con la Alcaldía de Cali y su actual alcalde Alejandro Eder 

en los siguientes términos:  

“(…) es dable resaltar que, en el mes de enero de 2024, el viceministro de Empleo y 

Pensiones, Iván Daniel Jaramillo Jassir, envió al alcalde de la ciudad de Cali, Alejandro 

Eder, el documento “Recomendaciones para la promoción del trabajo digno y decente a 

nuevos gobiernos territoriales 2024-2027 para el Departamento de Valle del Cauca”. La 

construcción de este documento de recomendaciones dirigido a los gobiernos territoriales, 

partió de un ejercicio de construcción a nivel territorial que se realizó en los treinta y dos 

(32) departamentos del país y en el distrito capital, y que contó con la participación de 

representantes del tripartismo (Trabajadores, Empresarios y Gobierno), representantes de 

 
25 Ministerio del Trabajo de Colombia. Subdirección de Formalización y Protección del Empleo. Respuesta a derecho de 

petición. Radicación No. 05EE2024210000000102152 de fecha del 30 de diciembre de 2024, dirigida a Brian Rojas 

Zambrano, Santiago de Cali (2025). Documento inédito.  
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entidades que conforman el Sector Trabajo, y se complementó con información secundaria 

(dependencias del Ministerio del Trabajo y entidades del sector trabajo - COLPENSIONES, 

SENA, UAESPE, UNIDAD SOLIDARIA Y SUPERSUBSIDIO (…) 

(…) Ahora bien, en el marco de la Recomendación 3 “Economía Popular, Solidaria y 

Comunitaria”, cuyo objetivo es el de “]facilitar la creación y el fortalecimiento de las 

organizaciones de economía popular, solidaria y comunitaria en el departamento”, se 

recomendó la implementación de la política pública para vendedores informales (…)” 

Es decir, la entidad en mención, recomendó a la Alcaldía Distrital de Santiago de Cali, en el 

2024, que implementara la política pública de vendedores informales y acatara las 

recomendaciones y directrices que se encuentran contempladas en la Ley 1988 de 2019, la 

Resolución 1213 de 2020, el Decreto 801 de 2022 y los documentos técnicos anexos.  

La Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control en nombre de la Alcaldía de Cali, ha 

manifestado en los siguientes términos respecto a la implementación de la política pública de 

vendedores informales, especialmente con el trabajo de la actual administración: 

“(…) El objetivo principal es hacer cumplir los deberes y responsabilidades de los 

vendedores informales contemplados en el artículo 7 del Acuerdo 0424 de 2017, "por medio 

del cual se adopta la política pública de regulación y organización de ventas informales en 

el espacio público del municipio de Santiago de Cali. Estas diligencias, se llevaron a cabo 

en concordancia con los principios orientadores de la Política Pública (Acuerdo 0424 de 

2017), contenidos en el parágrafo 3 del artículo 2 "el respeto por la dignidad humana de las 

personas, como sujeto libre de elegir un proyecto de vida, profesión u oficio, determinarse y 

desarrollar el mismo" 

De la misma manera, el proyecto tuvo una ejecución física del 178%, toda vez que la meta 

para el año 2024 era de 500 diligencias de inspección, vigilancia y control, para lo cual se 

realizaron 892 inspecciones, como se mencionó anteriormente. 

Por otro lado, sobre las mesas de trabajo efectuadas, me permito informarle que la 

Administración Distrital de manera articulada, se reunió el día 26 de junio de 2024, con el 

objetivo de socializar la estrategia de intervención social con los líderes de los vendedores 

informales del centro de Cali en el marco de la realización de la Conferencia de las Partes 

COP16 (…)” 

En ese orden, la actual administración de Cali, aplica el contenido de la Ley 1988 de 2019 y 

el Decreto 801 de 2022 buscando dar atención a la problemática en el espacio público que 

mantiene viva la tensión entre derechos, por un lado, el derecho a trabajar y por el otro usar 

el espacio público como un bien común. 

   

7.5 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL FRENTE A LA 

PONDERACIÓN DE DERECHOS – PAPEL DEL JUEZ 

CONSTITUCIONAL EN LA SOLUCIÓN AL PROBLEMA  

Nuestro ordenamiento jurídico colombiano, establece un complejo entramado de principios 

y derechos que, debido a nuestra coyuntura social, pueden presentar constantes colisiones 
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entre sí, un claro ejemplo de este conflicto inherente se materializa en la colisión entre el 

deber del Estado de proteger la integridad del espacio público y los derechos fundamentales 

de las personas que, por necesidad económica, ejercen actividades de venta informal en dicho 

ámbito. Por un lado, el artículo 82 de la Constitución consagra la obligación estatal de “velar 

por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el 

cual prevalece sobre el interés particular”. Por otro lado, la misma Carta Magna define a 

Colombia como un Estado Social de Derecho, comprometido con la defensa de la dignidad 

humana 26la igualdad material 27, el trabajo en todas sus modalidades 28, y la obligación de 

“propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar29”  

En detalle la jurisprudencia colombiana ha abordado esta confrontación de mandatos 

constitucionales, desde la metodología de un análisis doctrinal y cronológico de los 

precedentes judiciales 30relevantes, prestando especial atención a las herramientas de 

ponderación de derechos, como el test de proporcionalidad31, y a la doctrina del principio de 

confianza legítima. Este capítulo pretenderemos dilucidar el papel evolutivo del juez 

constitucional como garante de un orden justo y equitativo. 

Inicialmente podemos establecer que la jurisprudencia ha evolucionado desde una 

interpretación, donde se privilegiaba de forma rígida el interés general sobre el particular, 

hacia una doctrina de ponderación mucho más equilibrada, doctrina donde se adopta las 

políticas públicas que abordan la problemática de la informalidad, no como un simple desafío 

de orden público, sino como una manifestación de la falta de oportunidades económicas y un 

desafío estructural del Estado Social de Derecho. La mera invocación de la primacía del 

interés general ya no es suficiente para justificar la afectación de derechos fundamentales, lo 

que exige un análisis más profundo y una respuesta por parte del Estado más proporcional y 

razonable que garantice la efectividad de los derechos de los sujetos más vulnerables. 

La Constitución Política en su artículo 82, según el cual “es deber del Estado velar por la 

protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 

prevalece sobre el interés particular”, el Código Nacional de Seguridad y Convivencia 

Ciudadana (la Ley1801 de 2016), desarrollan el  precepto, de defender el espacio público 

como el conjunto de bienes y áreas destinados por su naturaleza, uso o afectación a la 

satisfacción de necesidades colectivas que trascienden los límites de los intereses 

individuales. Esta protección atiende a imperativos constitucionales explícitos, tales como el 

 
26 Constitución Política de Colombia – art.1 
27 Constitución Política de Colombia – art.13 
28 Constitución Política de Colombia – art.25 
29 Constitución Política de Colombia – art.54 
30 “En suma, el precedente jurisprudencial es vinculante y, por ende, los jueces están obligados a acogerlo en sus decisiones. 

No obstante, atendiendo a la garantía de la autonomía judicial consagrada en el artículo 228 Superior, los operadores 

jurídicos pueden apartarse siempre que cumplan con la carga argumentativa que ello supone.” Sentencia T-441-2018 
31 “El test de proporcionalidad es un instrumento hermenéutico que permite establecer si determinada medida resulta 

adecuada y necesaria para la finalidad perseguida, sin que se sacrifiquen valores, principios o derechos de mayor 

entidad constitucional para el caso concreto que se analiza.” Sentencia C-695-13. Corte Constitucional de Colombia 
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de velar por su uso común, la prevalencia del interés general sobre el particular. La 

jurisprudencia ha sostenido que este deber genera confianza, respeto y tranquilidad en la 

comunidad, al contribuir a mejorar las condiciones de vida urbana y permitir la confluencia 

de los miembros de la sociedad en un lugar común de interacción.32 

Frente al imperativo de proteger el espacio público, la realidad social y económica de 

Colombia introduce una variable compleja: la masiva presencia de trabajadores informales. 

El trabajo, según la Constitución, posee una cuádruple naturaleza: es un valor (preámbulo), 

un principio fundante del Estado (artículos 1º y 53), un derecho fundamental (artículo 25) y 

una obligación social. Esta concepción amplia del trabajo se complementa con la obligación 

estatal de “propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar” (Art. 54).33 

La alta tasa de informalidad evidencia que la venta ambulante no es un simple capricho o un 

problema de orden público, sino una forma de supervivencia nacida de la falta de 

oportunidades laborales formales, el desempleo estructural y las desigualdades sociales. Esta 

situación ha llevado a la Corte Constitucional a considerar a los vendedores informales como 

un grupo social y económicamente vulnerable, objeto de especial protección por parte del 

Estado34. 

Antes de la consolidación de una doctrina constitucional robusta, el conflicto entre el uso del 

espacio público y el trabajo informal ya era objeto de análisis por otras ramas del poder 

judicial. La Sentencia del Consejo de Estado con radicado CE-SEC4-EXP2000-NAP051 

Consejero Ponente: Julio Enrique Correa Restrepo, ilustra un enfoque centrado en el 

derecho administrativo y el principio de la confianza legitima35.  

El caso anterior se origina con una acción popular interpuesta por un ciudadano, para la 

restitución del espacio público bajo el puente vehicular Venecia en la ciudad de Bogotá D.C., 

el cual estaba invadido por 350 casetas de vendedores informales. La Asociación Sindical de 

Comerciantes ASCOPUVEN, en representación de los vendedores, argumentó que muchos 

de ellos contaban con contratos de arrendamiento y que la prolongada tolerancia de la 

administración distrital les había generado una legítima confianza para permanecer en el 

lugar. 

El Consejo de Estado decidió confirmar el fallo del Tribunal que ordenaba el desalojo y la 

reubicación de los vendedores. La decisión se basó en la premisa de que los contratos de 

arrendamiento habían perdido vigencia, pero, siguiendo los planteamientos de la Sentencia 

SU-360 de 1999 de la Corte Constitucional, reconoció la obligación del Estado de reubicar 

 
32 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-211/17 
33 Constitución Política de Colombia. 
34 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-489/19 
35 “Como mecanismo para conciliar, de un lado el interés general que se concreta en el deber de la administración de 

conservar y preservar el espacio público y, de otro lado, los derechos al trabajo e igualdad de las personas que ejercen el 

comercio informal” Sentencia SU 360 – 1999. Corte Constitucional de Colombia 
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a los vendedores que, a través de la tolerancia de las autoridades, hubieran generado una 

confianza legítima. 

Este precedente demuestra un enfoque más administrativo, fundamentada en el deber de la 

administración de respetar las expectativas generadas en los particulares, la cual es la 

reubicación en un lugar específico “la Caseta Feria Popular de la 38”. La sentencia no 

profundiza en un análisis de derechos fundamentales o de la problemática estructural que 

subyace a la informalidad, aunque reconoce el derecho al trabajo, lo considera en un marco 

de cumplimiento de prerrequisitos formales y no como un derecho que obliga al Estado a 

generar políticas de inclusión más allá de una simple reubicación. Este caso representa un 

punto de partida para el debate, que sería recontextualizado y profundizado por la 

jurisprudencia constitucional posterior, la cual elevaría la ponderación a un nivel superior, 

imponiendo límites más estrictos a la actuación estatal y exigiendo soluciones estructurales 

y no solo transitorias. 

Por su parte la sentencia C-211 de 2017, hito fundamental en la materia, ya que elevó el 

debate del control concreto (casos de tutela) al control abstracto de constitucionalidad de la 

ley. La demanda, interpuesta por el ciudadano Inti Raúl Asprilla Reyes, acusaba de 

inconstitucionales el numeral 4 y los parágrafos 2 (numeral 4) y 3 del artículo 140 del Código 

Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. El demandante argumentó que las 

sanciones allí previstas (multa, decomiso y destrucción de bienes), al no incluir un trato 

especial para los vendedores informales, eran medidas desproporcionadas que violaban 

principios del Estado Social de Derecho y los derechos a la dignidad humana, el trabajo, el 

mínimo vital, el debido proceso y la confianza legítima. 

Para resolver el problema, la Corte aplicó un test estricto de proporcionalidad, una 

herramienta hermenéutica que le permite evaluar si una medida legal es legítima, adecuada, 

necesaria, sin sacrificar en exceso otros valores constitucionales, como la finalidad legítima 

e imperiosa, concluyendo la Corte, que la protección del espacio público es, sin duda, un fin 

constitucional legítimo e imperioso (Art. 82 C.P.), la idoneidad en las medidas sancionatorias 

(multa, decomiso, destrucción) son, en principio, idóneas para disuadir la ocupación irregular 

del espacio público, no obstante, el alto tribunal calificó esta idoneidad a la luz de la realidad 

social, reconociendo que no resuelven el problema de fondo de la informalidad, la necesidad, 

en esta etapa la Corte analizo y determinó si existían medios menos lesivos para lograr el 

mismo fin.  

El precedente establecido en sentencias de tutela tales como la T-772 de 2003, se vuelven 

aquí un argumento crucial, donde La Corte concluyó que las medidas coercitivas del Código 

Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana no son necesarias si el Estado no ha 

cumplido su deber previo de ofrecer alternativas de reubicación o formalización a los 

vendedores informales, y por último la Proporcionalidad en Sentido Estricto, donde la Corte 

concluyó que el sacrificio de los derechos fundamentales de los vendedores informales 
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(trabajo, mínimo vital) que implica la imposición de multas, decomisos o destrucción de sus 

bienes de subsistencia, es desproporcionado. La defensa del interés general no puede 

justificar el completo aniquilamiento de los únicos medios lícitos de subsistencia de un grupo 

socialmente vulnerable.36 

La decisión fue declarar el artículo 140, numeral 4, exequible y los parágrafos 2º y 3º 

exequibilidad condicionada, hasta tanto se les haya ofrecido por las autoridades competentes 

programas de reubicación o alternativas de trabajo formal, en garantía de los derechos a la 

dignidad humana, mínimo vital y trabajo. 

Esta decisión de la Corte Constitucional representa una respuesta directa a una omisión 

legislativa, ya que en el análisis del trámite legislativo del Código Nacional de Seguridad y 

Convivencia Ciudadana muestra que el Congreso eliminó un parágrafo que explícitamente 

protegía a los vendedores informales, obligando a las administraciones a ofrecer alternativas.  

La Corte, al usar la técnica de la sentencia integradora para reintroducir este contenido 

normativo, actuó como un contrapeso efectivo a la voluntad del legislador, reinstalando la 

protección que se había suprimido. Esta acción judicial no fue solo una corrección técnica, 

sino una defensa proactiva de los principios del Estado Social de Derecho frente a una 

decisión política que los menoscababa. 

La Sentencia C-489 de 2019 por su parte abordó una nueva faceta de la misma problemática, 

analizando la constitucionalidad del numeral 6 del artículo 140 de la Ley 1801 de 2016, que 

sancionaba a quien “Promueva o facilite el uso u ocupación del espacio público en violación 

de las normas y jurisprudencia constitucional vigente”. Los demandantes argumentaron que 

esta norma permitía a las autoridades de policía interpretar la simple compra a un vendedor 

informal como un acto de “promoción” o “facilitación”, lo cual era un acto arbitrario que 

vulneraba la libertad y, de manera indirecta, el derecho al trabajo del vendedor, para analizar 

lo pretendido, la Corte identificó dos posibles interpretaciones de la norma: 1: una 

interpretación que penaliza al comprador, sancionándolo por interactuar con el mercado 

informal y 2: una interpretación que apunta a las “mafias” que se apropian ilegalmente del 

espacio público y lo alquilan a terceros, lucrándose del trabajo de los vendedores. 

Mediante un nuevo test de proporcionalidad, la Corte determinó que la primera interpretación 

era incompatible con la Constitución, aunque la finalidad de proteger el espacio público es 

legítima, sancionar al comprador no es una medida necesaria ni proporcionada. Al 

desincentivar la demanda, se afecta de manera directa e injustificada el mínimo vital y el 

derecho al trabajo de los vendedores informales, impidiendo su capacidad de subsistencia. 

La medida es desproporcionada porque sacrifica en exceso el ingreso de una población 

 
36 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-211 de 2017. 
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vulnerable para un fin que puede lograrse a través de otros medios menos lesivos. 

Como resultado, la Corte declaró la norma exequible condicionada en el entendido de que 

las expresiones “promover” y “facilitar” no comprenden “conductas de adquirir o consumir 

bienes o servicios ofrecidos por vendedores informales en el espacio público”.37 

Esta decisión constituyo una profundización y una protección a la efectividad del precedente 

anterior. La Sentencia C-211 de 2017, la cual protegió al vendedor del poder sancionatorio 

del Estado. En ese sentido la sentencia C-489 de 2019 garantiza que el mercado informal 

pueda seguir operando mientras las autoridades no cumplan con su deber de ofrecer 

alternativas de formalización. La Corte, con esta acción, demuestra una visión sistémica y 

proactiva, anticipando cómo la legislación podría ser utilizada para socavar sus propias 

decisiones y garantizando la materialización de su doctrina. 

La jurisprudencia estudiada revela un rol activo y transformador del juez constitucional en la 

ponderación de derechos. Su función trasciende el control de legalidad y se erige como un 

garante de la dignidad humana y los derechos de los sujetos en situación de debilidad 

manifiesta; A través de la técnica de la sentencia integradora, la Corte no se limita a expulsar 

una norma del ordenamiento jurídico, sino que la moldea y le añade el contenido normativo 

que le permite ser compatible con la Constitución.  

Este papel constructivo es fundamental para corregir las omisiones o las interpretaciones 

inconstitucionales de la ley, y se convierte en un mecanismo de justicia material que, ante la 

inacción o regresividad del poder legislativo, garantiza la primacía de los principios 

constitucionales, convirtiendo a la Jurisprudencia en una hoja de ruta obligatoria para el 

diseño de políticas públicas en materia de espacio público y economía informal.  

Por otro lado, el papel del juez, ha sido de vital importancia en esta justicia material, ya que 

ha forzado a las administraciones, a través de sus decisiones, a pasar de una estrategia de 

simple represión y desalojo a una de inclusión y formalización, basada en el diálogo, la 

confianza legítima y la búsqueda de alternativas económicas sostenibles. Las autoridades 

deben ahora partir de un “juicio estricto de proporcionalidad” al adoptar medidas que afecten 

a la población vulnerable. 

Ahora bien en materia constitucional y contencioso-administrativa, cuando abordamos el 

conflicto entre el espacio público y el trabajo informal en Colombia se revela una evolución 

significativa, pues se ha pasado de un enfoque administrativo que se centraba en la primacía 

del interés general y en soluciones pragmáticas de reubicación, a una doctrina constitucional 

que exige una ponderación rigurosa de los derechos fundamentales, dándonos a entender que 

el deber de proteger el espacio público ya no es un mandato absoluto, pues debe armonizarse 

 
37 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-489 de 2019 
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con el derecho al trabajo, al mínimo vital y a la dignidad humana de los vendedores 

informales, quienes jurisprudencialmente son reconocidos como sujetos de especial 

protección. 

Se concluye que, si bien la jurisprudencia ha sentado las bases necesarias y ha creado una 

doctrina protectora de los derechos de los vendedores informales, la solución definitiva al 

problema de la informalidad no puede ser solo judicial. Debe provenir de una política pública 

integral, con respaldo presupuestal y político, que aborde las causas estructurales del 

desempleo y la desigualdad. La jurisprudencia ha forzado un cambio de paradigma, pero la 

carga de materializar un equilibrio duradero entre el derecho al espacio público y el derecho 

al trabajo recae ahora en los poderes legislativo y ejecutivo, quienes deben cumplir con su 

mandato constitucional. 

 

7.6 PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL VIGENTE EN CALI Y 

PLAN DE GOBIERNO DE LA ADMINISTRACIÓN DE CALI (2024-2027) 

CON RESPECTO AL ESPACIO PÚBLICO Y LOS VENDEDORES 

INFORMALES 

Sea lo primero antes de desarrollar el capítulo en mención, conocer: ¿qué es? o ¿para qué 

sirve el plan de desarrollo en una ciudad? Y se hace necesario para dar una respuesta rápida 

y concreta a estos interrogantes acudir directamente a que dice la Alcaldía de Cali, y 

encontramos que38:  

“El plan de desarrollo, es la hoja de ruta que promueve el desarrollo social en un 

determinado territorio. De esta manera, se establecen las bases para atender las necesidades 

insatisfechas de la población que vive en una ciudad con el objetivo de mejorar la calidad 

de vida de todas y todos los residentes de ella (…) El plan de desarrollo permite trazar la 

senda que enrutará a nuestro territorio hacia el desarrollo, el bienestar, la paz y la 

reconciliación(…) La renovación y la sostenibilidad de nuestro territorio pasa cuando se 

lidera un crecimiento planificado y ordenado de la ciudad, el mejoramiento de la 

infraestructura que le permita el disfrute y goce de Cali a sus ciudadanos, la priorización de 

sistemas de transporte que garanticen una movilidad sostenible, la generación y 

recuperación del espacio público como la zona de encuentro comunitario por excelencia 

(…)”   

Entendido el concepto a tratar durante este capítulo, y más importante aún, desde la 

concepción de la Alcaldía de Cali, se hizo necesario requerir a la administración de la ciudad 

a fin de conocer el  estado del Plan de Ordenamiento Territorial (POT) vigente y el Plan de 

 
38 Tomado de: Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. (2025), 05 de junio de 2025. “Revisión y ajuste del Plan de 

Ordenamiento Territorial”. Link de consulta en la página web oficial de la Alcaldía 

https://www.cali.gov.co/planeacion/publicaciones/187134/revision-y-ajuste-del-plan-de-ordenamiento-territorial/ 
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Gobierno (PG) (incluido el Plan de Desarrollo) de la actual administración para desarrollar 

los diferentes fines esenciales constitucionales en la ciudad, muy especialmente en lo relativo 

al espacio público y su intervención por parte de los vendedores informales. Por ello, a través 

de derecho de petición se requirió al Departamento Administrativo de Planeación de la 

mencionada administración a fin de responder a diferentes interrogantes con respecto al POT 

y PDG39.  

Se requirió formalmente a la administración distrital de Cali responder en primera medida la 

situación del POT en el entendido que, en el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca 

cursaba un proceso judicial a fin de declarar la nulidad del POT aprobado por el Concejo 

Distrital de Santiago de Cali a través del Acuerdo 373 de 2014. Como resultado, el Tribunal 

Administrativo del Valle del Cauca en sentencia del 25 de abril de 202440 el cual declaro la 

nulidad por vicios en la competencia para aceptar impedimentos y designar funcionarios Ad-

Hoc y definición de competencias territoriales y nacionales.  

La Alcaldía Distrital de Cali, a través del Departamento Administrativo de Planeación 

respondió:  

“(…) Teniendo en cuenta la declaración de nulidad del POT; situación que, por considerarse 

las dinámicas urbanas, el crecimiento económico, la calidad de vida de los habitantes de la 

ciudad y la protección de las riquezas naturales y culturales llevó a la entidad territorial a 

solicitar aclaración y complementación de la providencia judicial (…) (…) Se solicito al 

despacho judicial un término de treinta (30) meses para que la administración central 

pudiese emprender y llevar a cabo con éxito el diagnostico, la formulación, y adaptación de 

un nuevo Plan de Ordenamiento Territorial, obedeciendo en rigor los parámetros nacionales 

para surtir este proceso, con esto, evitando que la ciudad vuelva a gravitar sobre el Acuerdo 

069 de 2000 (…) Dicho pedimiento fue resuelto favorablemente el día 17 de junio de 2024 

por el Tribunal Administrativo que, en efecto, difiere la declaratoria de nulidad treinta meses 

desde la ejecutoriada del fallo atendiendo el panorama ofrecido (…) 

 

Dicho esto, la administración distrital se vio en la obligación de trabajar de manera armónica, 

mancomunada y con celeridad entre las distintas dependencias en compañía de la ciudadanía 

en general para formular y tramitar un nuevo POT para la ciudad.  

Ahora bien, con relación a lo que nos atañe en este trabajo académico, con relación al espacio 

público, su ocupación por parte de los vendedores informales y la política pública y su 

adaptación en el actual POT, ya mencionada su nulidad diferida a treinta meses como 

 
39 Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. Respuesta a derecho de petición. Radicado No. 202541320500004951 (Rad. Padre: 

202441730102606632) de fecha 31 de enero de 2025, dirigida a Brian Rojas Zambrano. Santiago de Cali, 2025. Documento 

inédito. 
 

40 Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. (2024, 25 de abril), Sentencia [Medio de control de nulidad simple. Gustavo 

Adolfo Prado vs. Distrito Especial de Santiago de Cali, apelación de sentencia – revoca sentencia de primera instancia]. 

Expediente: 76001-33-33-005-2016-00228-01. Magistrada Ponente: Paola Andrea Gartner Henao 
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menciono la Alcaldía Distrital, a través del Departamento Administrativo de Planeación 

respondió41: 

“(…) el artículo 254 del POT establece que, se deberá emprender un programa de 

recuperación de Espacio Público en toda la ciudad con el objetivo de recuperar el espacio 

público cerrado, invadido y en inadecuadas condiciones para el disfrute de la población, por 

lo cual, el parágrafo del artículo ibidem, indica que en el Plan Maestro de Espacio Público 

se “(…) desarrollará los parámetros y estrategias para la recuperación del espacio público 

ocupado por ventas ambulantes y estacionarias.”  

Conforme lo anterior, en el artículo 256 del POT establece que el Plan Maestro de Espacio 

Público (PMEP) es un instrumento reglamentario el cual debe contener la reglamentación 

de los aspectos que se relacionan a continuación:   

“(…) a. Reglamentación de la administración, mantenimiento, usos temporales, 

sistema de concesión y aprovechamiento económico del espacio público en el 

municipio, incluyendo las condiciones de utilización y localización.  b. Estrategias y 

proyectos para el manejo de las ventas informales ambulantes y estacionarias en el 

municipio de Santiago de Cali.   c. Tipologías de intervención del espacio público.   

d. Estrategias y mecanismos para la recuperación y restitución del espacio público 

(…) 

(…) En ese orden de ideas, el POT estableció diferentes reglamentaciones a través de sus 

programas y proyectos en el corto, mediano y largo plazo, por lo cual estipuló que es a través 

del instrumento reglamentario del Plan Maestro de Espacio Público (PMEP) en el cual se 

plantean las estrategias y proyectos para el manejo de las ventas informales, asimismo los 

mecanismos para la recuperación del espacio público en el Distrito de Santiago de Cali (…)” 

Con esta respuesta se concluye que, como se ha hecho mención en otros capítulos del 

presente escrito, la administración distrital de Cali a lo largo de los años ha prevalecido por 

sobre todas las cosas, la recuperación del espacio público a fin que se destine al uso y goce o 

disfrute para la población, sin considerar la política pública de vendedores que es una ley 

desde el año 2019.  Es importante manifestar que, existe jurisprudencia de la Corte 

Constitucional desde el año 1999 que ha conminado a las administraciones territoriales 

realizar un trabajo integro considerando a los vendedores informales como sujetos de especial 

protección dada su vulnerabilidad42 y permita espacios de reubicación y alternativas de 

empleabilidad y su ingreso al campo de la formalidad laboral.  

Dicho lo anterior, el Departamento Administrativo de Planeación al consultarle sobre las 

zonas de mayor impacto de ocupación irregular del espacio público y el tratamiento planteado 

de acuerdo al actual POT43. Respondiendo así:  

 
41 Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. Respuesta a derecho de petición. Radicado No. 202541320500004951 (Rad. Padre: 

202441730102606632) de fecha 31 de enero de 2025, dirigida a Brian Rojas Zambrano. Santiago de Cali, 2025. 

Documento inédito. 
42 Sentencia T-772 de 2003. Corte Constitucional de Colombia. 
43 Pretensión No 3 del derecho de petición formulado a la Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. (2024). Formulado por 

Brian Rojas Zambrano. Respondido a través del radicado No. 202541320500004951 (Rad. Padre: 

202441730102606632) de fecha 31 de enero de 2025 por el Departamento Administrativo de Planeación de Cali. 

Documento inédito. 
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“(…) respecto al plan de trabajo para quienes ocupan de manera irregular el espacio público 

y defienden su derecho al trabajo, es importante recalcar que el Plan de Ordenamiento 

Territorial (POT) establece, a través del artículo 263, el instrumento adecuado para el 

desarrollo de actividades comerciales, eventos y otros usos en el espacio público.  
 

(…) De conformidad con lo expuesto, a través del decreto reglamentario 4112.010.20.0955 

de 2022, se reglamentó dicha contraprestación económica para quienes deseen ejercer 

diferentes actividades económica en el espacio público, con previa autorización del Comité 

de Espacio público y cuyos fondos recaudados estarán destinados al Fondo de Espacio 

Público, para el mantenimiento y recuperación del espacio público, el cual se deberán tener 

a consideración las condiciones y disposiciones establecidas en el presente Decreto (…)” 

En ese orden, la historia ha demostrado que no es con sanciones, ni comparendos, ni 

decomiso de mercancías que se puede combatir la problemática suscitada en el espacio 

público, no es así como lo plantea y ordena la jurisprudencia de la Cote Constitucional y los 

distintos fallos de los jueces de tutela en Cali y el resto del país. No se puede considerar 

razonable que la administración distrital de Cali priorice por un lado los operativos policiales 

bajo la luz de la Ley 1801 de 2016 y por otro lado indique se adelantan reuniones con la 

comunidad y vendedores ambulantes a fin de formular a futuro el nuevo POT y PG. Se 

encuentra lejos la ciudad de Cali de tener una correcta aplicación de la política pública de 

vendedores informales.  

Por ultimo y como se mencionó en el parágrafo anterior, la actual administración distrital 

responde que, se vienen adelantando reuniones desde el 2024 (enero 2024 cuando inicio el 

actual mandato de Alejandro Eder) con el propósito de tener un diagnóstico de las diferentes 

problemáticas en el espacio público de la ciudad, a fin de que sirvan de revisión y ajuste del 

siguiente POT. Por lo pronto en el Plan de Desarrollo Distrital 2024 -2027 “Cali capital 

pacifica de Colombia 2024-2027)” se está buscando consensos entre la ciudadanía, 

vendedores informales, representantes de los vendedores informales, juntas de acción 

comunal y la ciudadanía en general, los consensos que permitan tener un POT y PD a la 

altura de los requerimientos de la población de Cali.  

 

7.7 SITUACIÓN ACTUAL DE LA OCUPACIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO 

EN CALI EN SECTORES COMO EL “BOULEVARD DEL RÍO” Y EL 

CENTRO DE CALI 

La ocupación irregular del espacio público en el centro de Cali no es simplemente un 

problema de orden público o urbanístico; más bien, constituye el resultado de un mal 

funcionamiento institucional en la implementación de políticas públicas. Este fallo se 

manifiesta en una desarticulación  entre los instrumentos de planeación, la capacidad de 

gestión social y la acción coercitiva; En ese sentido tenemos tres ejes conectados que pueden 

definir esta ineficacia: 1. La inestabilidad y  mala  planificación territorial, donde 



23 
 

 

encontramos el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) 44y su derivado, el Plan Maestro de 

Espacio Público (PMEP) 45, 2. Una incapacidad administrativa para el estudio de datos de 

caracterización socioeconómica, en soluciones concretas de reubicación y formalización 

económica y 3. La consecuente y masiva judicialización de la gestión urbana, reflejada en el 

alto número de acciones de tutela y acciones populares, fenómeno que ha forzado al sistema 

judicial a asumir un rol de gestor sustituto de la política pública. 

Aunado a lo anterior el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca declaró la 

nulidad simple del Acuerdo 0373 de 2014, el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) 

vigente, mediante Sentencia No. 129 del 25 de abril de 2024. Esta declaratoria, que de 

ejecutarse inmediatamente habría obligado a la ciudad a volver al POT del año 2000, y que 

fue diferida por un término perentorio de treinta (30) meses (desde la ejecutoria del fallo, 

resuelta el 17 de junio de 2024), a solicitud del Departamento Administrativo de Planeación 

(DAP).   

Esta nulidad con efecto diferido, que se buscó para garantizar la seguridad jurídica y la 

continuidad de las dinámicas urbanas, ha generado una inestabilidad que ha forzado a la 

administración a priorizar la revisión y ajuste del nuevo POT, tal como lo establece el DAP; 

Esto tiene un efecto directo y paralizante sobre los instrumentos complementarios de 

planeación. Por ejemplo, el Plan Maestro de Espacio Público (PMEP) establecido en el 

Acuerdo 373 del 2014, artículos, 254 y 256. 

A enero de 2025, el PMEP solo había agotado su etapa de diagnóstico, por lo tanto, la 

administración detiene la reglamentación detallada del PMEP para evitar "implicaciones y 

riesgos jurídicos frente a los actos administrativos reglamentarios que de éste se deriven" de 

un POT nulo. Este estancamiento, por tanto, retrasa la única vía legal diseñada para definir 

estrategias claras de reubicación y perpetúa el conflicto de uso del espacio público en la 

ciudad de Cali. 

La política pública de la ciudad opera bajo dos marcos principales: el Acuerdo 0424 de 2017 

del Concejo Distrital (Política Pública de Regulación y Organización de ventas informales) 

y el marco normativo nacional (Ley 1988 de 2019 y Decreto 801 de 2022).   

La vigilancia, control y protección del espacio público es responsabilidad directa de la 

Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control (IVC), adscrita a la Secretaría de Seguridad 

y Justicia, de conformidad con el Decreto Extraordinario 0516/2016 (Art. 115, nums. 3, 6 y 

12).  Entidad encargada de la acción coercitiva y de monitorear el cumplimiento de las 

normas.   

 
44 Plan de Ordenamiento Territorial (POT) es el instrumento básico establecido por la Ley 388 de 1997, diseñado para que 
los municipios y distritos en Colombia planifiquen de manera integral el uso y desarrollo de su territorio urbano y rural. 
45Plan Maestro de Espacio Público (PMEP) es el instrumento que debe desarrollar las estrategias y mecanismos para la 

recuperación del espacio público ocupado por ventas ambulantes y estacionarias. 
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Por su parte el Acuerdo 0424 de 2017 establece objetivos específicos para la Secretaría de 

Seguridad y Justicia, incluyendo la elaboración de un registro de identificación y ubicación, 

la realización de una caracterización socioeconómica y la verificación y actualización de 

permisos. Sin embargo, la revisión del Documento Técnico de Soporte (DTS) del Acuerdo 

0424 de 2017 arrojó una deficiencia crítica:  no se evidenció la delimitación de áreas 

destinadas para la reubicación de los vendedores informales, ni se establecieron zonas 

específicas para el ejercicio legal de sus actividades. La ausencia de estos espacios 

permanentes es la deficiencia estructural de la política pública distrital.   

La estructura administrativa del Distrito de Cali divide las responsabilidades sobre el espacio 

público en tres áreas primordiales 1. Vigilancia y Control (IVC): A cargo de la Secretaría de 

Seguridad y Justicia, que ejerce la función coercitiva (operativos, multas, decomisos).  2. 

Planificación Urbanística: Departamento Administrativo de Planeación (DAP), responsable 

del diseño del POT y el PMEP, y de definir los usos del suelo, y 3. Desarrollo 

Económico/Social: Secretaría de Desarrollo Económico, encargada de articular la oferta 

institucional de formalización y capacitación laboral.   

El análisis de la gestión administrativa muestra una marcada fortaleza en el diagnóstico, pero 

una consecuente debilidad en la ejecución y articulación interinstitucional, en ese orden de 

ideas el distrito de Cali emprendió una caracterización a gran escala, para el estudio de datos 

demográficos de los vendedores informales  

Tabla 1: Datos Demográficos de Vendedores Informales Caracterizados (2021-2022)46 

Variable 

Demográfica 
Porcentaje/Cifra Detalle 

Total, Caracterizados 
16,000 vendedores 

A través del Convenio 

4146.010.27.1.04.2021 con el Centro 

Nacional de Productividad. 

Vendedores 

Semiestacionarios 

76.9% Mayoría de la población objeto de la 

política. 

Vendedores 

Ambulantes 

16% 
Población móvil. 

Vendedores 

Estacionarios 

6% 
Población con puestos fijos. 

Cabezas de Hogar 
86.9% Porcentaje que sostiene a su familia con 

estas ventas. 

Edad Promedio 
46 años 

20.9% son adultos mayores (3,198 

personas). 

Sexo 

55.7% Mujeres / 

44.3% Hombres 
Mujeres como mayoría en la economía 

informal. 

 
46 Documento Técnico de Soporte (DTS) del Acuerdo 0424 de 2017 
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La administración posee información detallada sobre 16,000 vendedores informales en el 

Distrito. Lo más relevante de esta información, es la alta vulnerabilidad social: el 86.9% son 

cabezas de hogar o familia, y el 20.9% son adultos mayores. Este dato de alta vulnerabilidad 

demográfica transforma el conflicto de un mero problema de invasión urbanística a una crisis 

social y de derechos fundamentales.   

La debilidad administrativa reside en que, a pesar de haber invertido recursos en este robusto 

diagnóstico, la administración no logró completar el ciclo de política pública mediante la 

definición y financiación de alternativas antes de que el conflicto escalara a la vía judicial. 

La inestabilidad del marco urbanístico (POT/PMEP) es el factor principal que impide la 

conversión de la información de los 16,000 caracterizados en soluciones reales de 

reubicación y formalización.   

Aunque el POT 2014 no delimitó áreas de mayor impacto por ocupación irregular, el 

Documento Técnico de Soporte (DTS) del Decreto de Aprovechamiento Económico 

(4112.010.20.0955 de 2022) identificó focos críticos.   

Las comunas con mayor actividad comercial en el espacio público son: Comuna 2, Comuna 

3 (Centro), Comuna 5, Comuna 14, Comuna 15, Comuna 17, Comuna 19 y Comuna 21. La 

caracterización socioeconómica posterior (2022) confirmó a la Comuna 3 (Centro) como la 

zona con mayor presencia de vendedores (16% del total caracterizado), seguida por la 

Comuna 14 (10%), Comuna 21 (9%) y Comuna 6 (8%).   

En cuanto a la acción coercitiva, en 2022 la Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control 

(IVC) realizó 943 procedimientos operativos en toda la ciudad, con 205 procedimientos 

focalizados y muy concentrados en el Centro de Cali. La Comuna 3 fue la de mayor 

intervención con 317 operativos. La administración confirmó que las ventas ubicadas en la 

zona específica del litigio (Calle 14 entre Carrera 5 y Carrera 10) no tienen autorización o 

permiso para ocupar el espacio público, iniciando programas de reubicación con procesos de 

concertación con el fin de establecer nuevos lugares de ubicación de aquellos vendedores 

debidamente reconocidos mediante sindicatos y agremiaciones, en centros comerciales de la 

ciudad Cali I, II y Plaza Centro47. 

El énfasis administrativo en la coerción, documentado por las citaciones a audiencias 

públicas a vendedores por infracción del artículo 140 numeral 4 de la Ley 1801 de 2016 

(Código Nacional de Policía y Convivencia), no está balanceado por la oferta de reubicación. 

A pesar de los esfuerzos operativos y los desalojos, la realidad persiste, tal como lo indicó el 

Tribunal en 2009: el vacío dejado por un vendedor es ocupado rápidamente por otro. Este 

ciclo de coerción sin una ruta de inclusión económica y urbanística garantiza la reincidencia 

y perpetúa la conflictividad.   

 
47 Contestación Acción Popular. Medio de Control: Protección de derecho e intereses colectivos - Acción Popular 

Radicación: 76001-33-33-013-2022-00152-00. 10 de agosto de 2022.  
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Por ultimo Tribunales como el Contencioso Administrativo del Valle del Cauca han insistido 

en que las autoridades deben buscar la armonización del derecho al espacio público, como el 

derecho al trabajo, modulación que se basa en principios como el de la  confianza legítima, 

el derecho al trabajo y el mínimo vital; De hecho, sentencias de la Corte Constitucional, como 

la C-489/19 y la C-211/17 , dictaminan que la recuperación del espacio público debe estar 

acompañada de medidas complementarias y eficaces, como alternativas económicas y 

procesos de reubicación, respetando siempre el debido proceso. La restricción absoluta del 

uso, sin alternativas viables, puede llevar a una vulneración directa del mínimo vital, 

especialmente en una población reconocida como sujeto de especial protección 

constitucional debido a su vulnerabilidad socioeconómica.   

 

7.8 PAPEL DE LAS VEEDURÍAS Y GRUPOS DE CIUDADANOS EN 

BÚSQUEDA DE RECONOCIMIENTO Y DEFENSA DE LOS 

VENDEDORES INFORMALES 

Con relación a este capítulo es importante destacar que en Cali existen diferentes grupos de 

ciudadanos dedicados a las ventas informales que se han unido en búsqueda de la defensa de 

sus derechos e intereses. Se consulto a la Alcaldía Distrital de Santiago de Cali con el fin de 

conocer: “¿qué agrupaciones o colectivos existen en la ciudad? ¿con cuántos ha tenido 

acercamiento la administración distrital? ¿con cuáles y cuantos se han sentado en mesas de 

trabajo y con cuantos o cuales han existido conflictos dirimidos a través del papel del juez 

constitucional de tutela?”. La respuesta a estos interrogantes la entrego la Subsecretaría de 

Servicios Productivos y Comercio Colaborativo adscrita a la Secretaría de Desarrollo 

Económico de la Alcaldía de Cali48 informando:  

“(…) Se han realizado múltiples reuniones con diferentes asociaciones, agremiaciones y 

lideres territoriales representantes de los vendedores informales y unidades 

microempresariales que desarrollan actividades de comercialización en el espacio público. 

En esas reuniones, se han brindado apoyos, acompañamientos, gestión y una serie de 

acciones dentro del marco del apoyo mutuo con el ánimo de fortalecer y promover su 

actividad económica.   

Durante la COP16, se establecieron acuerdos de colaboración que permitieron brindar 

apoyo a unidades microempresariales a través de un fondo solidario. Como resultado, 303 

vendedores en el centro de Cali, recibieron capacitaciones y mejoras en sus espacios de 

trabajo, dignificando así su labor (…)”. 

 
48 Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. Respuesta a derecho de petición. Radicado No. 202441730102606632 y 

202541710300000601 de fecha 17 de febrero de 2025, dirigida a Brian Rojas Zambrano. Santiago de Cali, 2025. 

Documento inédito. 
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A reglón seguido, se pidió a través del derecho de petición que, la Alcaldía enumerara las 

organizaciones de vendedores informales con las cuales se ha tenido acercamiento. La 

Alcaldía respondió49:  

“(…) Constantemente se realizan reuniones, se plantean acciones y se busca alternativas de 

apoyo para que esta población mejore sus condiciones laborales, dignifique su labor e inicie 

una etapa de tránsito hacia la formalidad.  

A continuación, se relacionan algunas de las organizaciones con las que se han venido 

desarrollando acercamientos y reuniones, siendo las siguientes:  

No. ASOCIACIÓN 

1 ASOVEINCOL 

2 FUVENCALI 

3 SINVESVA 

4 COOVINCOL 

5 Vendedores estacionarios del Valle 

6 ASOVAES 

7 Vendedores del Estadio 

8 Choladeros de la novena 

9 ASOVEN 

10 Lustrabotas 

11 Loteros 

12 Escribientes 

13 Centro Nacional de Productividad (CNP) 

 

(…) De esta manera, consolidamos a Santiago de Cali como una ciudad que valora y 

potencia su economía popular, reconociéndola como un pilar fundamental para el desarrollo 

integral y la generación de oportunidades para todos” 

Es decir, que, la administración distrital en compañía de diferentes agrupaciones, 

agremiaciones y organizaciones de vendedores informales han establecido mesas de trabajo 

con el fin de participar en eventos y espacios de la ciudad donde se permita desarrollar la 

labor de venta de bienes y servicios de quienes se dedican a las ventas informales en el 

territorio. Esto permite crear espacios de dialogo donde quienes se dedican a la informalidad 

puedan ser escuchados y reconocidos por parte de quienes están gestionando desde la alcaldía 

el trabajo de implementación de la política pública.  

El papel de las veedurías y las organizaciones de vendedores informales son importantes pues 

permiten agrupar los diferentes sectores de quienes se dedican a estas laborales, permitiendo 

tener un espacio de participación con la comunidad en general y principalmente con la 

administración que permita diseñar planes de trabajo en procura de soluciones a la 

problemática suscitada en el espacio público. 

 
49 Alcaldía Distrital de Santiago de Cali. Respuesta a derecho de petición. Radicado No. 202441730102606632 y 

202541710300000601 de fecha 17 de febrero de 2025, dirigida a Brian Rojas Zambrano. Santiago de Cali, 2025. 

Documento inédito. 
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7.9 LA ACCIÓN DE TUTELA, LA ACCIÓN POPULAR Y DE GRUPO 

COMO HERRAMIENTAS CONSTITUCIONALES DE DEFENSA 

Nuestro sistema jurídico colombiano, se caracteriza por dotar a los ciudadanos de 

mecanismos judiciales directos y eficaces para la defensa de sus derechos fundamentales e 

intereses colectivos, la acción de tutela consagrada en el artículo 86 Constitucional, y las 

acciones populares y de grupo, desarrolladas por el artículo 88 Constitucional., y la Ley 472 

de 1998. 

 

El ordenamiento jurídico distingue claramente el objeto de protección de cada acción, lo que 

subraya la amplitud del mandato constitucional; La Acción de Tutela se configura como un 

mecanismo de defensa subjetiva, inmediata y residual. Su objetivo es salvaguardar los 

derechos fundamentales (tradicionalmente identificados como derechos de primera 

generación) ante la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o particular. 

 

Por su parte, las Acciones Colectivas están estructuradas como instrumentos de 

defensa objetiva y patrimonial, trascendiendo la esfera individual. Las Acciones Populares 

defienden bienes jurídicos supraindividuales (derechos de tercera generación), mientras que 

las Acciones de Grupo buscan la reparación pecuniaria de daños causados a un número plural 

de personas. 

 

En el presente capitulo entraremos a analizar las acciones Constitucionales, particularmente 

las acciones de tutela presentadas en 2024 (Enero a Diciembre), y la acción popular Radicado 

76001-33-33-013-2022-00152-00/01, el cual nos proporcionan una métrica clara de la 

conflictividad y la ineficacia de los canales administrativos para gestionar la crisis del espacio 

público. Estos datos reflejan la alta dependencia del sistema judicial para resolver disputas 

que, en esencia, son fallas de política pública y planificación urbana.   

El Departamento Administrativo de Planeación (DAP) fue accionado o vinculado en 23 

acciones de tutela relacionadas con el uso y goce del espacio público en 2024. Si bien la 

Secretaría de Seguridad y Justicia (IVC) es la principal demandada, la vinculación del 

departamento administrativo de planeación refleja la naturaleza estructural de los reclamos.   

Tabla 2: Resultados de Acciones de Tutela (Enero-Diciembre 2024) (DAP 

Vinculado/Accionado) 

Clasificación de la 

Tutela 

Número de 

Radicaciones 

Sentido Favorable 

para el 

Distrito/Improcedente 

Sentido Favorable 

para Accionantes 

(Comunidad) 

Uso y Goce de Espacio 

Público (General) 
9 

9 (5 Improcedentes, 4 

Desistimientos/Improce

dentes) 

3 (Obligación de hacer 

DAGMA) 

Ocupación Irregular 

(Vendedores) 
7 

7 (Improcedentes) 0 
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Clasificación de la 

Tutela 

Número de 

Radicaciones 

Sentido Favorable 

para el 

Distrito/Improcedente 

Sentido Favorable 

para Accionantes 

(Comunidad) 

Ponderación de 

Derechos (Vendedores 

vs. Comunidad) 

7 
7 (Improcedentes) 0 

Total, General (Tutelas 

sobre EP) 
23 

13 (Favorable 

Alcaldía/DAP) 

3 (Favorable 

Accionante/Comunida

d) 

 

De las 23 acciones que involucraron al DAP, la mayoría (13) resultaron en fallos favorables 

al Distrito (Improcedentes o Desistidas). Notablemente, ninguna de las tutelas presentadas 

por vendedores informales, incluyendo aquellas que buscaban la ponderación de derechos (7 

casos), resultó favorable; todas fueron declaradas improcedentes. Por otro lado, los únicos 3 

fallos favorables fueron a favor de la comunidad, con órdenes de cumplimiento dirigidas al 

DAGMA50.   

El alto volumen de improcedencia indica que, si bien la vulneración de derechos existe, la 

Acción de Tutela es considerada por los jueces como el mecanismo inadecuado para forzar 

soluciones estructurales que dependen de la planificación territorial y la asignación 

presupuestal. El sistema judicial, al declarar la improcedencia, está implícitamente 

sugiriendo la vía de la Acción Popular para estas controversias complejas de ordenamiento 

territorial. 

 

Análisis de la Acción Popular, Radicado 2022-00152: El Centro de Cali como eje del 

conflicto 

La Acción Popular (Radicado 76001-33-33-013-2022-00152-00/01) fue presentada por Juan 

Martín Bravo Castaño, ciudadano residente en Cali. El caso se centra en la invasión irregular 

y creciente del espacio público por parte de vendedores informales y ambulantes en la zona 

central de la ciudad, específicamente en el tramo que abarca la   Carrera 5 con Calle 14 hasta 

la Carrera 10 con Calle 14. El demandante argumentó que esta ocupación dificulta la 

circulación de peatones, transeúntes y vehículos, afectando al comercio formal de la zona.   

Las pretensiones buscaban que el Distrito Especial de Santiago de Cali hiciera cesar la 

amenaza o vulneración del derecho colectivo y ejecutara la recuperación y limpieza de la 

zona mencionada.   

Por su parte el Distrito Especial de Santiago de Cali, en su defensa, planteó la excepción de 

Cosa Juzgada, haciendo referencia a una Sentencia anterior, la No. 06 del 9 de marzo de 2009 

(confirmada el 29 de julio de 2009 por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del 

 
50 El Departamento Administrativo de Gestión del Medio Ambiente (DAGMA) es el organismo encargado de la gestión 

ambiental en el Municipio de Santiago de Cali y la máxima autoridad ambiental dentro de su perímetro urbano 
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Cauca), donde el Distrito argumentó que el fallo anterior ya había abordado la problemática 

del espacio público en el centro de la ciudad y había ordenado a la administración municipal 

informar anualmente sobre las diligencias para la reubicación de vendedores agremiados.   

El Juzgado Trece Administrativo Oral del Circuito de Cali, en su Sentencia No. 179 del 30 

de septiembre de 2024, declaró no probada la excepción de Cosa Juzgada. La justificación 

radicó en que los asuntos jurídicos eran distintos: el caso del año 2009 versaba sobre 

sobrecostos e irregularidades contractuales relacionadas con la compra de mejoras en centros 

comerciales de reubicación, mientras que la acción del año 2022 se centra en la omisión de 

la administración actual en la gestión del espacio público y la reubicación.   

La Sentencia del 2009, aunque no constituyó cosa juzgada, se estableció como un antecedente 

crucial, ya que el Tribunal en ese momento describió la problemática como un "constante 

problema en la ciudad, pues la realidad predica que cuando un vendedor sale de las calles 

otro entra a reemplazarlo". Esta declaración histórica enfatiza la necesidad de soluciones 

estructurales y de concertación, más allá de la simple coerción policial.   

La Sentencia No. 179 de primera instancia del 30 de septiembre de 2024 consideró 

vulnerados los derechos colectivos y profirió órdenes concretas:  1. Recuperación del 

Espacio Público: Se ordenó al Distrito adelantar gestiones para recuperar el área específica 

del centro. 2. Metodología y Cronograma: Se exigió al Distrito formular una metodología y 

un cronograma en un término perentorio de cuatro (04) meses para garantizar los derechos 

fundamentales (dignidad humana, mínimo vital, trabajo) de los vendedores, abordando cinco 

fases (alistamiento, agenda pública, reglamentación, implementación, seguimiento).  3. 

Acción del Concejo: Se ordenó al Concejo Distrital realizar un informe de control y 

seguimiento al Acuerdo 0424/2017 en dos (02) meses para ajustar el Plan de Desarrollo 2024-

2027 y ejecutar la política pública de recuperación.   

La decisión fue apelada tanto por el Distrito Especial de Santiago de Cali como por la 

asociación ASOVAES; La administración distrital, a través de su apoderada, argumentó 

inconformidad debido a que el Juzgado "desconoció todas las acciones y actuaciones 

realizadas". El Distrito defendió su gestión, citando el desarrollo de planes como el 

autorregistro de vendedores y la caracterización socioeconómica. El argumento central era 

que la sentencia era desproporcionada al imponer plazos de cumplimiento tan cortos sobre 

procesos complejos que ya estaban en curso, por su parte ASOVAES argumentó que la orden 

de "recuperación cuasi - inmediata" (refiriéndose al plazo de 4 meses) era perentoria y 

conduciría a la vulneración de los derechos fundamentales, igualmente destacó la falta de un 

censo riguroso, la ausencia de un componente de provisión de alternativas económicas 

viables y la potencial violación del mínimo vital y la dignidad humana. La asociación solicitó 

la modificación del punto resolutivo que ordenaba la recuperación.   

La Postura del Concejo Distrital de Cali, actuando a través de su Presidente, solicitó su 

desvinculación, alegando falta de legitimación pasiva. El Concejo sostuvo que su rol es 
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exclusivamente político y legislativo, y que carece de personería jurídica para ser parte 

demandada, siendo el Alcalde el representante legal del Municipio. 

El juez de primera instancia había vinculado al Concejo por su rol en el estudio y aprobación 

del Plan de Desarrollo 2024-2027, fundamental para asignar recursos a la política de espacio 

público.   

La sentencia de Segunda Instancia de fecha 20 de febrero de 2025, el Tribunal administrativo 

del Valle del Cauca, al resolver la apelación, reafirmo la línea jurisprudencial de ponderación 

de derechos. El Tribunal reconoció que el deber de protección del espacio público no es 

absoluto y encuentra como límite los derechos de los vendedores informales amparados por 

el principio de buena fe. 

El alto tribunal destacó que la protección de los derechos de los vendedores informales "no 

se satisface simplemente con la reubicación en otro espacio en el que pueden volver a ser 

objeto de un nuevo desalojo". Este análisis valida la preocupación de ASOVAES respecto a 

la necesidad de soluciones duraderas, enfatizando que la reubicación debe permitir el 

desarrollo de la actividad en condiciones similares y que garanticen que sus necesidades 

básicas podrán ser cubiertas. El enfoque puramente coercitivo, sin una política social y 

urbanística de fondo, resulta insuficiente e inconstitucional.   

La decisión judicial reconoce explícitamente que, si la administración distrital no ha logrado 

definir y adecuar las zonas de reubicación, la orden de "recuperar" el espacio público en un 

plazo rígido y sin alternativas puede generar una carga desproporcionada sobre la población 

vulnerable. Por consiguiente, aunque el Tribunal sostuvo que las órdenes de primera instancia 

se ajustaban a la ley, este mecanismo de segunda instancia sirvió para reafirmar la obligación 

de que la administración no se limitara al desalojo, sino que debía emplear el Comité de 

Verificación para flexibilizar plazos y garantizar una transición respetuosa de derechos.   

En conclusión, las acciones constitucionales, han actuado como un desafío que expone la 

disfunción institucional de Santiago de Cali frente a la gestión del espacio público, donde la 

administración, a pesar de tener un mandato constitucional y haber realizado un diagnóstico 

exhaustivo, de los 16.000 vendedores ya caracterizados, el 86.9% son cabezas de hogar, para 

los cuales, no ha podido generar soluciones definitivas. Esta falla de ejecución está 

intrínsecamente ligada a la inestabilidad urbanística causada por la nulidad diferida del POT, 

lo que impide la reglamentación del Plan Maestro de Espacio Público (PMEP) y la definición 

legal de zonas de reubicación, una carencia reconocida en el Acuerdo 0424 de 2017.   

Aunque el Distrito ha demostrado capacidad de diagnóstico y control operacional (operativos 

y sanciones), el eslabón perdido es la capacidad de ejecución de una política de inclusión que 

armonice el derecho colectivo con el derecho fundamental al mínimo vital. El fracaso 

administrativo resultante ha obligado a la justicia, mediante las acciones constitucionales a 

ordenar la creación de una metodología y cronograma en un intento de forzar la 

implementación de las políticas públicas de la ciudad.   
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7.10. RECOMENDACIONES GENERALES  

Para superar la disfunción institucional y cumplir con los principios de ponderación de 

derechos establecidos por la jurisprudencia constitucional, se sugieren las siguientes acciones 

estratégicas y legales: 

Aceleración de la planificación urbanística para la informalidad: El distrito debe 

aprovechar el plazo de 30 meses de prórroga del POT para priorizar y blindar jurídicamente 

la fase de formulación y adopción del Plan Maestro de Espacio Público (PMEP). El PMEP 

debe convertirse en la herramienta primordial para definir, de manera técnica y socialmente 

consensuada, los lugares específicos de aprovechamiento económico y las zonas de 

reubicación formal.   

Transición de diagnóstico a inclusión económica: Es imperativo que la Secretaría de 

Desarrollo Económico utilice los datos de alta vulnerabilidad (86.9% cabezas de hogar) para 

diseñar y presentar un plan de oferta institucional de inclusión. Esto incluye la creación de 

alternativas de trabajo formal, programas de capacitación técnica o tecnológica, y apoyo a 

emprendimientos, cumpliendo así con los lineamientos del Decreto 801 de 2022 y la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional.   

Gestión integrada y proporcional en intervenciones coercitivas: Las operaciones de 

Inspección, Vigilancia y Control (IVC) en el centro de Cali deben transformarse de ser 

exclusivamente coercitivas a ser integrales. Las salidas a terreno deben ser lideradas por la 

Secretaría de Seguridad y Justicia, pero obligatoriamente acompañadas por equipos de la 

Secretaría de Desarrollo Económico y Trabajo Social, tal como lo exige el principio de 

proporcionalidad para evitar imponer una "carga desproporcionada" a la población 

vulnerable.  Permitiendo realizar operativos dentro de los estándares constitucionales del 

debido proceso, defensa y garantía de los derechos humanos y prevaleciendo el dialogo antes 

que las vías de hecho.  

Articulación con el gobierno nacional: Resulta imperativo que la administración distrital 

en compañía del gobierno nacional trabaje mancomunadamente en la implementación de la 

política pública en la ciudad de Cali, como también en cada ciudad, municipio y distrito del 

país. Cali al ser la ciudad más grande tanto en territorio como población del suroccidente 

colombiano debe liderar un trabajo articulado con el gobierno nacional. Requerir el 

presupuesto necesario tanto al Concejo Distrital como al Ministerio del Trabajo y El 

Departamento Nacional de Prosperidad Social para atender los vendedores informales, 

desarrollar las distintas etapas de la política pública y buscar el paso a la formalidad.   

Compromiso presupuestal y control político activo: El Concejo Distrital debe trascender 

la discusión sobre su legitimación pasiva y asumir un rol activo en la solución estructural. 

Esto implica cumplir rigurosamente la orden judicial de realizar el informe de seguimiento 

al Acuerdo 0424/2017 e incluir partidas presupuestales explícitas y suficientes en el Plan de 

Desarrollo 2024-2027 para financiar los programas de reubicación y formalización los cuales 
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se encuentran contemplados en el Decreto 801 de 2022 y sus anexos técnicos donde el 

Ministerio del Trabajo y del Ministerio del Interior tienen la tarea de desarrollar el proceso 

de elaboración, formulación e implementación de dicha política pública. Adicionalmente, a 

la primera entidad se entregó la responsabilidad de reglamentar los plazos y la metodología 

para la elaboración de la política pública. Por otra parte, estableció que el Departamento 

Nacional de Planeación quien es la entidad encargada de efectuar el seguimiento técnico y 

entregar recursos a las entidades territoriales para la implementación y desarrollo de la 

política pública.  

Monitoreo judicial como garantía de ejecución: El comité de verificación, ordenado en las 

distintas sentencias de primera instancia y ratificado en los tribunales (como el Tribunal 

Administrativo del Valle del Cauca), debe ser el espacio de control más riguroso para 

asegurar que los plazos y metodologías se traduzcan en soluciones reales y no en meros 

trámites administrativos. Este comité debe enfocarse en medir los resultados de reubicación 

y formalización, en lugar de solo contar los operativos de judicialización.  

Apoyo del sector privado para pasar de la informalidad a la formalidad: A fin de dar 

atención a uno de los puntos más importantes de la política pública de vendedores informales 

como lo es el paso a la formalidad, se hace muy necesario que la administración distrital 

convoque al sector privado regional y nacional para que, en compañía de las autoridades 

competentes busquen la capacitación, formación y educación a través de instituciones 

educativas como el SENA o las universidades con presencia en la ciudad. De suma 

importancia es contar con una formación técnica, tecnológica y profesional para incursionar 

al campo productivo de las empresas e industrias permitiendo el paso de la informalidad a la 

formalidad. Esto, contemplado dentro de la política publica como ofrecimiento de 

alternativas de trabajo en condiciones dignas a los vendedores informales y que permita la 

recuperación del espacio público con destinación de uso común.  

Veeduría y participación activa de la ciudadanía: Es menester que la ciudadanía en 

general, no solo los vendedores informales y sus familias, tomen un papel relevante que por 

mandato de la Constitución Política de Colombia tiene como derecho y deber cada 

ciudadano. Y es tener una participación activa en la toma de decisiones de las 

administraciones y las autoridades en general. La problemática del espacio público es un 

fenómeno que afecta a todos. Y la ciudadanía debe tener un papel activo en la vigilancia y 

veeduría a la administración distrital a fin que cumplan con lo contemplado dentro de la 

política pública. 
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CONCLUSIONES 

1. Es menester para ciudades como Cali el contar dentro de sus planes de gobierno y 

planes de desarrollo local con una articulación a la política pública de vendedores 

informales (Ley 1988 de 2019, Decreto 801 de 2022 y otros). No es posible que 

trascurridos ya más de seis (6) años desde la promulgación de dichas normas aun no 

exista una aplicación formal y de fondo en la ciudad de Cali. Dos administraciones 

han pasado y ninguna ha tenido mayor avance en pro de dar una solución de fondo a 

la falta de comunicación y ponderación de derechos entre las dos partes. Las 

administraciones locales deberán establecer una comunicación fluida, constante y de 

fondo con la comunidad y los vendedores informales a fin de encontrar consensos y 

puntos de partida que permitan un uso y goce del espacio público donde todos se 

sientan respetados y atendidos.  Será la mejor alternativa de solución pacífica al 

conflicto presentado, guiándose por el precedente judicial que desde 1996 ha 

establecido la Corte Constitucional frente a la problemática en el espacio público.   

 

2. La administración de Cali no puede seguir ignorando el conflicto sin considerar lo 

establecido en la política pública de vendedores informales pues la proliferación de 

vendedores informales en Cali no es un fenómeno aislado de orden público, sino una 

expresión directa de las fallas institucionales de las administraciones distrital y 

nacional. La informalidad es vista por los vendedores como un mecanismo para 

generar ingresos debido a la falta de oportunidades en el sector formal. Un énfasis 

administrativo en la coerción sin ofrecer soluciones de fondo agudiza el problema. 

Por lo tanto, la informalidad es una manifestación de la falta de un Estado Social de 

Derecho que garantice la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar, 

dinámica que perpetúa círculos de pobreza y desprotección social, evidenciada en la 

baja tasa de oportunidades laborales y de educación superior, lo que subraya la 

necesidad de políticas que aborden la causa fundamental del desempleo y la 

desigualdad. 

 

La alta tasa de informalidad laboral en Cali, no se explica por una elección arbitraria, 

sino por una necesidad de subsistencia ante el desempleo y la falta de oportunidades 

en el sector formal. El perfil sociodemográfico de los vendedores informales, donde 

el 86.9% son cabezas de hogar y el 30% tiene entre 50 y 80 años con apenas un 1% 

pensionado, confirma que la venta ambulante es una estrategia de sobrevivencia que, 

irónicamente, reproduce círculos de pobreza y desprotección social, limitando el 

acceso a la seguridad social, la educación y la salud, lo que genera una masiva 

presencia de vendedores informales (entre 16.000 y 35.000) siendo una expresión de 

las fallas del gobierno nacional y de la administración distrital para generar inclusión 

económica. La incapacidad de la ciudad para proveer un marco laboral digno, sumada 

a la insuficiencia de la política pública (como la falta de delimitación de zonas de 

reubicación, obliga a un sector altamente vulnerable a operar en la precariedad, 

transformando un problema de planificación urbana en una crisis de derechos. 
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3. La jurisprudencia constitucional colombiana ha evolucionado de una postura rígida 

que privilegiaba el interés general sobre el particular, hacia una doctrina de 

ponderación estricta de derechos. Sentencias como la C-211 de 2017 y C-489 de 2019 

establecieron que el sacrificio de los derechos fundamentales de los vendedores 

informales (trabajo, mínimo vital) es desproporcionado. Por consiguiente, la 

protección del espacio público ya no es un mandato absoluto, sino que está 

condicionado a que la administración ofrezca previamente alternativas de reubicación 

o formalización que garanticen la subsistencia de esta población vulnerable, 

transformado el rol del juez constitucional, donde ha asumido un rol activo y 

transformador, trascendiendo el control de legalidad para fungir como garante de la 

dignidad humana y de los derechos de sujetos en situación de debilidad manifiesta. 

Mediante técnicas como la sentencia integradora, la Corte ha corregido omisiones 

legislativas y ha forzado a las administraciones a cambiar una estrategia de represión 

y desalojo por una de inclusión y formalización. Esto convierte la jurisprudencia en 

una hoja de ruta obligatoria para el diseño de políticas públicas, exigiendo soluciones 

estructurales y no solo transitorias.  

 

4. La reubicación de vendedores informales en Cali no ha logrado solucionar 

permanentemente la violación del derecho al espacio público, demostrando que la 

naturaleza constante del problema requiere que las administraciones municipales 

implementen una política continua de concertación y provisión de nuevos espacios 

alternativos para los vendedores reconocidos, en lugar de soluciones temporales, lo 

que se convierte en un problema constante dado que el desalojo de un vendedor en 

las calles es inmediatamente seguido por el ingreso de otro, lo que subraya la 

persistencia estructural del problema del espacio público en Cali. 

 

La jurisprudencia establece que la solución no debe ser una condena para las 

administraciones, sino procesos de concertación al igual que establecer nuevos 

lugares de ubicación para los vendedores legalmente reconocidos, mediante 

sindicatos y agremiaciones 

 

5. La nulidad diferida del Plan de Ordenamiento Territorial ha paralizado la 

reglamentación del Plan Maestro de Espacio Público, impidiendo la definición legal 

y financiación de zonas de reubicación. Esta carencia en el eslabón de la ejecución es 

el factor principal que perpetúa el conflicto y garantiza la reincidencia de la ocupación 

irregular, generando una masiva presentación de acciones constitucionales, como las 

acciones de tutela y las acciones populares, convirtiéndose en un indicador de la 

ineficacia de los canales administrativos. El alto número de tutelas declaradas 

improcedentes por los jueces sugiere que la vía adecuada para forzar soluciones 

estructurales es la acción popular, la cual ha obligado al sistema judicial a asumir un 

rol de gestor sustituto de la política pública. Al ordenar la creación de metodologías 

y cronogramas perentorios, la justicia ha intentado forzar a la administración a 

materializar la armonización de derechos y a pasar de la simple coerción a la inclusión 

 

Si bien las acciones constitucionales han sentado las bases y creado una doctrina 

protectora, el análisis del litigio evidencia que la solución definitiva al problema de 

la informalidad no puede ser solo judicial. La dependencia del sistema judicial para 
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asumir un rol de gestor subraya que la carga de materializar un equilibrio duradero 

recae ahora en las autoridades dentro del gobierno nacional, y en las regiones, en los 

alcaldes y gobernadores. Es imperativo un cambio de paradigma que trascienda la 

mera obediencia a fallos judiciales y se traduzca en una política pública integral, 

sostenible y con respaldo presupuestal y político, orientada a abordar las causas 

estructurales del desempleo y la desigualdad. 
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